
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 97 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO PEDRO VÁZQUEZ GONZÁLEZ, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PT  

El suscrito, diputado federal a la LXI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido del Trabajo, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 55, fracción II, 56 y 62 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a 

consideración del pleno de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión la presente iniciativa con 

proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 97 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Honorable asamblea, el objetivo constitucional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es mantener incólume 

el ordenamiento jurídico en nuestro país. 

El original párrafo tercero del artículo 97 apareció por primera vez en nuestra historia constitucional en el proyecto 

de Constitución de 1917. 

Este texto señaló, que los comisionados designados, serían nombrados para que averiguaran únicamente la 

conducta de algún juez o magistrado federal o algún hecho o hechos que constituyan la violación de alguna 

garantía individual o la violación del voto público o algún otro delito castigado por la ley federal, cuyo objetivo, 

era preservar las garantías individuales y posteriormente por decreto del 6 de diciembre de 1977 se facultó a la 

Suprema Corte de Justicia para practicar de oficio averiguaciones sobre hechos violatorios del voto público, 

cuando estuvieran en duda la legalidad de los procesos electorales. 

La pregunta que nos hacemos ¿averiguar para qué?, para el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, la palabra 

clave es investigar, pues averiguar por averiguar no tiene sentido, debe existir un fin, cosa que actualmente no se 

indica en el precepto constitucional que pretendemos reformar. 

En los términos del Diccionario de la Lengua de la Real Academia Española , averiguar (del latín, ad, “a”; y 

verificare, que a su vez se compone de verum , “verdadero”, y facere , “hacer”, que en su primera acepción 

significa “inquirir la verdad hasta descubrirla”; investigar, del latín, investigare , 1.- hacer diligencias para 

descubrir algo, 2.- realizar actividades intelectuales y experimentales de modo sistemático con el propósito de 

aumentar los conocimientos sobre una determinada materia, 3.- aclarar la conducta de ciertas personas sospechosas 

de actuar ilegalmente. 

En este tenor, nos inclinamos más por el significado de investigar, pues la ilustración que nos hace el Diccionario 

de la Lengua de la Real Academia es más amplio, claro y preciso. 

El primer antecedente constitucional consistió en la averiguación que la Suprema Corte de Justicia ordenó practicar 

con motivo de los acontecimientos en el puerto de Veracruz los días 24 y 25 de junio de 1879, cuando los marinos 

se sublevaron en el puerto de Veracruz en contra del Gobierno de la República, y el gobernador de Veracruz, Luis 

Mier y Terán, ordenó su detención y fusilamiento sin previo juicio. 

El juez de distrito del estado de Veracruz, Rafael de Zayas Enríquez, fue informado de los acontecimientos, se 

dirigió al cuartel del batallón 23, encontrándose con el gobernador y habiéndose fusilado ya a nueve personas, 

encontró con vida a cuatro personas, para posteriormente informarle al Gobernador, que dichas personas quedaban 

bajo el amparo y protección de la justicia federal. 

La Suprema Corte de Justicia ordenó al Juez de Distrito, que efectuase esa averiguación, por lo que excitó al 

Ejecutivo federal para que dictara las medidas con la finalidad de que el juzgado federal de Veracruz tuviera las 



libertades necesarias para cumplir con las instrucciones recibidas, la Suprema Corte señaló que se basaba en el 

artículo 17 de la Constitución que señalaba que los tribunales deben estar siempre expeditos para administrar 

justicia. 

Desde el texto original aprobado por el Constituyente de Querétaro, la Suprema Corte de Justicia estaba facultada 

para realizar investigaciones sobre las conductas de algún juez o magistrado federal, hecho o hechos que 

constituyan violación de alguna o algunas garantías individuales, la violación del voto público y algún otro delito 

castigado por la ley federal. 

De 1917 a 1977, el párrafo tercero del artículo 97, señaló: 

“La Suprema Corte nombrará alguno o algunos de sus miembros o algún juez de distrito o magistrado de 

circuito, o designará a uno o varios comisionados especiales, cuando así lo juzgue conveniente, o lo pidiere el 

ejecutivo federal, o alguna de las Cámaras de la Unión, o el gobernador de algún estado, únicamente para que 

averigüe la conducta de algún juez o magistrado federal, o algún hecho o hechos que constituyan la violación de 

alguna garantía individual, o la violación del voto público, o algún otro delito castigado por ley federal.” 

Como ya lo señalamos, la Suprema Corte de Justicia estaba facultada para investigar cuatro materias, a partir de 

1977 se han suprimido dos de ellas, por lo que solo subsiste la violación de alguna o algunas garantías individuales 

y la investigación de la conducta de algún juez o magistrado federal, a lo que a la primera de ellas en 1987, se 

precisó que esa violación necesariamente tiene que ser grave, dichas materias se encuentran actualmente señaladas 

en el segundo párrafo del artículo 97 constitucional que pretendemos reformar. 

En los últimos dos años y medio el Pleno de la Corte ha votado cuatro informes sobre hechos que presuntamente 

constituían una grave violación de alguna garantía individual y en ninguno de estos casos ha habido consecuencias 

para las altas autoridades involucradas. 

El primer antecedente en el que la Suprema Corte hace señalamientos con responsabilidades es el caso de 17 

asesinatos en Aguas Blancas, Coyuca de Benítez, en el estado de Guerrero, donde no sólo hubo violación a las 

garantías, sino delitos que perseguir. 

Fue en el expediente 3/96, relativo a la solicitud del Ejecutivo federal para que la Suprema Corte ejerciera la 

Facultad prevista en el segundo párrafo del artículo 97 Constitucional, respecto de los hechos ocurridos el 

veintiocho de junio de 1995 en Aguas Blancas, municipio de Coyuca de Benítez. 

Los ministros comisionados para tan importante investigación fueron los ciudadanos Juventino Víctor Castro y 

Castro y Humberto Román Palacios, quienes en el informe que presentaron al Tribunal Pleno, entre otras cosas, 

señalaron lo siguiente: 

“Al examinar los antecedentes ya resumidos, fácilmente se aprecian –para referirnos solamente a los 

acontecimientos del veintiocho de junio de mil novecientos noventa y cinco–, las siguientes violaciones 

generalizadas -y no particulares-, de las garantías individuales consagradas en los artículos “1o., 6o., 8o., 9o., 11, 

14, 16 y 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: a) violación a la garantía de tránsito, 

puesto que se detuvo sin orden de autoridad competente, a pasajeros que viajaban en camiones del servicio 

público que transitaban pacíficamente; b) violación a la garantía de libre expresión, puesto que la propia 

autoridad del Estado reconoce que intervenía para que no hubiera acto de protesta contra la Presidenta de 

Atoyac; c) violación a la libertad personal de los transeúntes, puesto que sin orden de aprehensión detuvieron a 

personas; y les impidieron desplazarse libremente para atender sus asuntos; d) finalmente, violaron sus garantías 

de seguridad, de defensa y de petición y de respeto a la vida”. 

Continúan señalando los ministros comisionados: 



“Por tal motivo, es evidente la responsabilidad de los entonces gobernador, procurador general de Justicia, y 

secretario general de Gobierno, además de los restantes funcionarios consignados, todos ellos del estado de 

Guerrero, porque actuaron como cultivadores ‘del engaño, la maquinación y la ocultación’, con la consecuente 

violación grave de las garantías antes citadas”. 

Como puede observarse, los ministros comisionados, actuaron en el marco del artículo 97 constitucional, razón por 

la que el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo pretende fortalecer la facultad de investigación de manera 

expresa y pueda la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su informe final, señalar a los responsables y remitir 

las actuaciones a las autoridades correspondientes para que éstas resuelvan lo que a derecho corresponda. 

Ahora bien, por reforma a este artículo en fecha 1994, se creó el Consejo de la Judicatura Federal, al cual se le 

encomendó la vigilancia de los jueces y magistrados federales, y que se reflejan en los últimos tres renglones del 

párrafo segundo de dicho artículo. 

Desde nuestro punto de vista, dichos renglones nada tienen que ver con la garantía constitucional para ejercer la 

facultad de investigación sobre la violación grave de alguna garantía individual, razón por la cual pretendemos a 

través de esta iniciativa su supresión, lo consideramos así, en virtud de que la primera parte de este segundo párrafo 

constituye una garantía constitucional y la segunda parte no lo es, debemos recordar, que los jueces y magistrados 

son responsables ante el Consejo de la Judicatura Federal.  

Es pertinente recordar que en virtud de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de agosto 

de 1987, la facultad de investigación en relación con una grave violación de alguna garantía individual, pasa al 

actual segundo párrafo del artículo 97 constitucional. 

Para diversos constitucionalistas, el segundo párrafo del artículo 97 constitucional es una de las garantías 

constitucionales que integran el contenido de la justicia constitucional mexicana, de carácter judicial, por la 

realización e intervención de la Suprema Corte, pero que no implica naturaleza jurisdiccional, debido a que solo se 

realiza un función de investigación, pues el resultado de dicha investigación es un informe final y no una sentencia. 

Ahora bien, en su Informe final sobre la tragedia de la guardería ABC, el ministro Arturo Saldívar Lelo de Larrea 

señaló: 

“Gracias a su óptica constitucional, determinará las violaciones y señalará a los responsables desde los valores 

que defiende nuestra Constitución. La intervención de la Suprema Corte se traduce, en suma, en el 

mantenimiento de la Constitución. Es necesaria, además, la participación de la Corte por su autoridad moral y 

política. Este Tribunal constitucional determina la existencia de violaciones graves a los derechos fundamentales 

y señala a los responsables, como garante último de los derechos fundamentales consagrados por la 

Constitución.” 

“En específico, es importante destacar que el resultado de las investigaciones del artículo 97 no prejuzga sobre la 

responsabilidad penal, administrativa o civil de los servidores públicos involucrados, sino que su función es la de 

señalar la existencia de violaciones graves a las garantías individuales y la responsabilidad constitucional, 

política y ética de los servidores públicos que por acción u omisión incurrieron en ellas” 

El Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, coincide con los argumentos señalados por el Ministro, en que es 

necesario señalar a los responsables, pero que también el resultado de las investigaciones no prejuzgue sobre la 

responsabilidad penal, administrativa, civil, de los servidores públicos involucrados, de no señalar responsables, 

dicha garantía constitucional, es letra muerta. 

Compañeras y compañeros legisladores: el objetivo de la presente iniciativa es reformar el artículo 97 

constitucional para suprimir el vocablo averiguar por investigar, además de suprimir los últimos renglones del 

artículo a reformar, y que en el informe final se incluya y se señale a los servidores públicos responsables 

involucrados, lo consideramos así, pues en un asunto de trascendencia nacional es imposible ocultar dicho aspecto. 



Por lo anteriormente expuesto y fundado someto a la consideración de esta honorable Cámara de Diputados la 

presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del artículo 97 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 97. ... 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar alguno o algunos de sus miembros o algún juez de 

distrito o magistrado de circuito, o designar uno o varios comisionados especiales, cuando sí lo juzgue conveniente 

o lo pidiere el Ejecutivo federal o alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, o el gobernador de algún 

estado, únicamente para que investigue algún hecho o hechos que constituyan una grave violación de alguna 

garantía individual, y en su informe final deberá señalar a los servidores públicos involucrados debiendo 
remitir las actuaciones a las autoridades correspondientes.  

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Palacio Legislativo, a 9 de dieimbre de 2010. 

Diputado Pedro Vázquez González (rúbrica) 

 


